
ACTA Nº 104

Nº 104.– Centésima cuarta acta de la sesión celebrada por la Asamblea Nacional Cons-
tituyente a las quince horas del día siete de julio de mil novecientos cuarenta y nueve, bajo 
la Presidencia del Dr. Rodríguez. Presentes los señores Diputados Vargas Fernández y Ortiz 
Martín, Secretarios; Vargas Vargas, Vargas Castro, Acosta Piepper, Monge Ramírez, Montiel, 
Jiménez Núñez, Zeledón, Gamboa, Volio Jiménez, Baudrit González, Arias, González Herrán, 
Baudrit Solera, Fournier, Facio, Monge Álvarez, Valverde, Esquivel, Acosta Jiménez, Brenes 
Mata, Oreamuno, González Flores, Guido, Madrigal, Solórzano, Dobles, Castaing, González 
Luján, Trejos, Montealegre, Pinto, Herrero, Gómez, Volio Sancho, Leiva, Ruiz, Desanti, y los 
suplentes: Morúa, Rojas Espinosa, Chacón, Jiménez Quesada y Lobo.

Artículo 1º.– Se leyó y aprobó el acta de la sesión anterior.
Artículo 2º.– Se aprobó la forma de Decreto para comunicar al Tribunal Supremo de Elec-

ciones los capítulos aprobados hasta la fecha, a fin de que proceda a lo de su cargo, de acuer-
do con la moción aprobada del Diputado BAUDRIT GONZÁLEZ.

Artículo 3º.– En relación con el artículo 26 de la Constitución del 71 los Diputados de la 
fracción Social Demócrata acordaron posponer la discusión de la misma, a efecto de presentar 
luego una fórmula que merezca la aprobación de la Cámara.

En relación con el artículo 27 de la Carta del 71, que dice: “Todo hombre es libre en la 
República: no puede ser esclavo el que se halle bajo la protección de sus leyes”, la fracción 
Social Demócrata presentó moción para suprimirlo.

El Representante FOURNIER explicó que consideraban que esa garantía no tenía razón de 
ser en una República democrática como la nuestra. Añadió que el problema de la esclavitud hace 
muchos años que desapareció de los países civilizados. Los Representantes ESQUIVEL, ACOSTA 
JIMÉNEZ y JIMÉNEZ QUESADA se opusieron a la supresión del artículo 27. El señor Esquivel 
expresó que el mencionado artículo contenía preceptos que jamás pasan de moda, ya que se 
refieren a la libertad del hombre. El señor Acosta Jiménez indicó que el texto del artículo 27 ha 
sido uno de los que ha dado al país plena fisonomía democrática. Por otra parte –continuó– no 
resulta inactual ya que en América y en el mundo aún existen regímenes despóticos donde el 
hombre es un esclavo, como sucede en el régimen vergonzoso de Rafael Leonidas Trujillo, en 
la República Dominicana, que representa uno de los baldones más negros de la Democracia 
en América. En países como la República Dominicana y Nicaragua se viola constantemente 
el precepto de que ningún hombre puede reducirse a la esclavitud. El señor Jiménez Quesada 
apuntó que el problema de la esclavitud no había caducado en el mundo. Tan es así que la 
propia Declaración de los Derechos del Hombre de la ONU, incluye un precepto similar al de 
nuestra Constitución. En la guerra pasada los países fascistas esclavizaron a muchos hombres. 
No se puede afirmar que la esclavitud es un problema inactual.

El Diputado FOURNIER aclaró que ellos no habían pensado que el problema de la esclavi-
tud hubiese pasado de moda. Pero como en Costa Rica ese problema no existe, ya que el prin-
cipio de la libertad del hombre se ha arraigado profundamente en nuestra vida democrática, 
se pensó que el artículo 27 bien podría eliminarse de nuestra Carta Política. Sin embargo, en 
nombre de sus compañeros, acordó retirar la moción.
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El Representante VARGAS VARGAS interpeló a varios compañeros de la Asamblea acerca 
de los alcances de una ley vigente, que prohíbe a los ciudadanos de la raza de color trasladar-
se libremente por todo el territorio de la República, derecho que garantiza el artículo 28 de la 
Carta del 71. Existe una ley que prohíbe a los negros nacidos en Limón trasladarse a la zona del 
Pacífico. ¿Cómo es posible una ley de esta naturaleza, cuando se dice que nuestra Constitución 
no debe hacer distingos entre los ciudadanos por causa de su color, sexo o ideología? El Repre-
sentante CHACÓN manifestó que en su opinión existía una redundancia en el artículo 27, de 
tal manera que bien podría suprimirse el párrafo segundo, a efecto de que ese derecho quede 
en una forma más sobria y concisa. El Diputado BAUDRIT GONZÁLEZ, declaró que el artículo 
27 debe conservarse en su integridad, pues viene a asentar el principio de que ningún ciuda-
dano, que se encuentre bajo la protección de nuestras leyes, puede ser sometido a esclavitud. 
No es cierto que el problema de la esclavitud haya pasado de moda –continuó el señor Baudrit 
González– lo que no es exacto, ya que por razones de política o de otros órdenes, en muchos 
países existen hombres en estado de esclavitud. Luego sugirió que el artículo en cuestión debería 
ser ampliado en el sentido de que todos los hombres perseguidos por su acción en defensa de 
la libertad, gozan en el territorio de la República de toda clase de garantías y asilo. El señor 
FACIO expresó que estaba en un todo de acuerdo con el agregado anterior. Sin embargo, le 
sugirió a don Fabio que lo pospusiera para cuando se discutiera una moción por ellos presen-
tada sobre el mismo punto. El Diputado ZELEDÓN manifestó que el agregado del señor Baudrit 
González merecía todo su entusiasmo, pues viene a consignar uno de sus más caros principios. 
Por otra parte, cree más adecuada la redacción de don Fabio, que no se refiere a perseguidos 
políticos, sino a los perseguidos por su acción en defensa de la libertad, ya que fuera del terri-
torio nacional actualmente se encuentran una serie de exilados políticos costarricenses, que son 
indeseables. Sometido a votación el artículo 27 de la Carta del 71, fue aprobado. El Diputado 
BAUDRIT GONZÁLEZ acordó aplazar la discusión de su agregado, para cuando la Cámara 
conociera la moción del Social Demócrata al respecto.

En relación con el artículo 28 de la Carta del 71, la fracción Social Demócrata presentó 
moción para que se lea del modo siguiente: “Toda persona es libre de permanecer en cualquier 
localidad de la República, de entrar, salir y transitar por su territorio. También podrá movilizar 
los bienes de que legalmente disponga. A los costarricenses no se les podrá exigir requisitos 
que impidan su ingreso al país. Los derechos que garantiza este artículo podrán ser limitados 
por orden judicial, por leyes relativas al ingreso de extranjeros y, además, en caso de manifiesta 
necesidad pública, por disposiciones legales de carácter sanitario o de policía”.

El Diputado ORTIZ interpeló a los mocionantes sobre los alcances de la frase: “También 
podrá movilizar los bienes de que legalmente disponga”. Añadió que existían algunas disposi-
ciones que prohibían la movilización de divisas, por ejemplo. ¿Incluye el párrafo anterior esta 
prohibición? El señor FOURNIER contestó que el término “legalmente” impedía, por ejemplo, 
que una persona movilizara fuera del país divisas o joyas arqueológicas, a lo que responde 
Ortiz que tal no se desprende de la redacción que indica lo contrario, poder movilizar lo que 
conforme a la ley se prevé. Se acordó suprimir el párrafo. El Diputado JIMÉNEZ QUESADA 
indicó que debía mantenerse el artículo 28 de la Carta del 71, que es más conciso y claro 
que el similar presentado por la fracción Social Demócrata. Los señores FACIO y compañeros 
acordaron variar su moción del modo siguiente: “Todo costarricense puede trasladarse y per-
manecer en cualquier punto de la República o fuera de ella, siempre que se halle libre de toda 
responsabilidad, y volver cuando le convenga. A los costarricenses no se les podrá exigir requi-
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sitos que impidan su ingreso al país”. 1 Puesta a votación la moción anterior, fue aprobada. En 
consecuencia, el artículo 28 se leerá en la forma indicada. Los Diputados ACOSTA JIMÉNEZ, 
JIMÉNEZ QUESADA Y FACIO se refirieron a la interpelación pública que les hiciera el Diputado 
VARGAS VARGAS. Observaron que la ley en cuestión, a la que se había referido el Dr. Vargas 
era a todas luces inconstitucional, pues iba directamente contra el artículo 28 de la Carta del 
71. Los agraviados podrían plantear respecto a la misma recurso de inconstitucionalidad. El 
tercero indicó que en días pasados, en una reunión convocada por el Partido Social Demócrata, 
el señor Alex Curling había planteado el problema de la vigencia de una ley inconstitucional, 
que prohíbe a elementos de la raza de color trasladarse a la zona del Pacífico a trabajar. En 
esa reunión se acordó dirigirse a la Junta de Gobierno excitándola en el sentido de que dero-
gase la mencionada ley. Añadió que podría aprovecharse la oportunidad para que el Diputado 
Vargas Vargas, con otros compañeros más redactaran una excitativa a la Junta en los términos 
anteriores. El Dr. VARGAS preguntó a la Mesa cuál era el procedimiento a seguir para que la 
Asamblea conociera de esa excitativa. La Mesa le aclaró que se requería previamente la alte-
ración del Orden del Día.

En relación con el artículo 29, la fracción Social Demócrata presentó moción para que se 
leyera del modo siguiente: “La República reconoce y garantiza la propiedad privada. Pero con 
el voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de la Asamblea Legislativa, 
podrá imponerle limitaciones para que se cumpla su función social.

”Podrá también decretarse la expropiación por causa de utilidad pública o de necesidad 
social, previa indemnización a justa taza de peritos.

”En épocas de guerra o de emergencia interior la indemnización por motivo de expropia-
ción podrá no ser previa, pero el decreto de expropiación deberá necesariamente disponer que 
el pago se hará, con los intereses legales correspondientes, a más tardar dos años después de 
terminadas las hostilidades o concluido el estado de emergencia”.2

El Diputado ESQUIVEL manifestó que no votaría la moción anterior, pues prefería quedarse 
con el texto de la Constitución del 71. La moción Social Demócrata –dijo– tiende a introducir 
el concepto de la función social de la propiedad, concepto que mayores críticas provocara al 
discutirse los dos dictámenes respecto al Proyecto de Constitución. Como no estoy con ideas so-
cializantes, me quedo con el principio del artículo 29, que no hace sino otra cosa que respetar 
el concepto tradicional de la inviolabilidad de la propiedad privada, con el cual hemos vivido 
los costarricenses.

El Representante FACIO se refirió a la moción por ellos presentada. Primeramente advirtió 
que el artículo 29 de la Carta del 71, introducía, en cierta forma el concepto de la función social 
de la propiedad, mediante la reforma del año 43. Si se admitió en ese entonces que a la propie-
dad se le pueden imponer limitaciones por interés social, explícitamente se admitió que en Costa 
Rica ya no se tenía de la propiedad el concepto cerrado que proclamó el liberalismo económico 
en el siglo pasado. De ahí que nuestra moción no viene prácticamente a establecer nada nue-
vo. No tratamos de implantar una tesis revolucionaria ni novedosa, como algunos afirman. Se 
trata de un principio cierto, admitido por la mayoría de las Constituciones de América y de los 
otros países civilizados. En nuestra moción, a la propiedad se la garantiza y reconoce, dada su 
importancia para el desarrollo económico de un país como Costa Rica, de división acentuada 
de la propiedad, pero con ciertas limitaciones para que cumpla la función social que le está 
encomendada. Luego el señor FACIO analizó las Constituciones de América, para demostrar 
cómo el principio hermético de inviolabilidad de la propiedad ha ido desapareciendo de los 
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textos constitucionales de nuestras hermanas Repúblicas americanas, para dar lugar al otro de 
la función social de la propiedad. Sólo cinco Constituciones de América conservan el concepto 
de la inviolabilidad de la propiedad. En las otras quince se ha adoptado el concepto moderno 
de la función social de la misma. De esas cinco Constituciones, prácticamente sólo la de El 
Salvador mantiene el concepto en una forma absoluta, sin excepciones. Las otras cuatro –Brasil, 
Chile, Perú y Uruguay– conservan el concepto de la inviolabilidad, de la propiedad privada, 
pero condicionado a ciertas limitaciones, de orden social. Las Constituciones de los otros quince 
países de América han abandonado el concepto de la inviolabilidad y adoptado casi todos 
ellos el concepto moderno de la función social de la propiedad. Países de una tradición demo-
crática tan acentuada como Colombia, tienen en su Constitución un concepto muy avanzado, 
mucho más novedoso que el de nuestra moción y no por ello se ha dicho de este país que sea 
de tendencias socializantes o comunistas. Países que han soportado por muchos años regímenes 
despóticos, también han incluido ese concepto moderno de la función social de la propiedad. 
De ello desprende el señor FACIO que este concepto no puede relacionarse en ninguna forma 
con banderías políticas o intereses sectarios. Se trata simplemente de un concepto que ha ido 
adquiriendo plena validez, de acuerdo con las tendencias del mundo contemporáneo. Agregó 
que la moción por ellos suscrita no venía a incorporar en nuestra Carta política una tesis revo-
lucionaria o socializante y mucho menos de carácter totalitario o comunizante, que venga a 
poner en peligro la organización social sobre la cual se asienta el país. Se trata de un principio 
moderno, que se ha impuesto en todos los países como una exigencia de la época.

(El discurso completo del Licenciado Facio se publica al pie del acta)
El Representante Trejos calificó la moción como “inspirada en tesis de carácter socialista, 

porque no viene a declarar un derecho natural como lo hace la Constitución de 1871, sino que 
es la República, o sea prácticamente el Estado, quien como si concediera una gracia reconoce 
la propiedad privada. Luego expresó que no es la propiedad la que cumple una función social, 
como se pretende en la moción en debate, sino el propietario; las cosas no ejercen funciones 
sociales sino las personas. Esa función social se cumple mejor con la propiedad en manos del 
individuo que no en manos del Estado, como lo ha demostrado la experiencia. Añadió que 
entendía la propiedad como un factor de la personalidad y que es el individuo quien cumple su 
función social con sus propios bienes materiales y morales. Así como se declara en la Constitu-
ción la inviolabilidad de la vida humana, también se puede declarar lo mismo con respecto a la 
inviolabilidad de la propiedad privada, factor importantísimo de la personalidad.”

El Licenciado FACIO de nuevo intervino en el debate para volver sobre varios de sus puntos 
de vista anteriores y para referirse a algunas apreciaciones del señor Trejos. Aclaró que ellos 
deseaban garantizar la propiedad privada, pero evitando al mismo tiempo, que ciertas formas 
de la propiedad se desborden en perjuicio evidente de los más. Añadió que creía al igual que 
don Juan Trejos que la propiedad era un factor de gran importancia para el desarrollo de la 
personalidad humana, y que viene a garantizar la libertad misma del individuo. Pero precisa-
mente como la propiedad es necesaria para el desarrollo armónico de la personalidad humana, 
creemos que es imprescindible restringir ciertas formas de la propiedad, como el monopolio, 
por ejemplo, que causan grandes perjuicios a los más, llegando hasta convertirse en un obs-
táculo para el desarrollo económico de la nación y para el desarrollo espiritual de los grupos 
que las sufren. Insistió en que la moción suscrita por ellos no es socializante, ni mucho menos 
de tendencias comunistas. Lo que hace es venir a constitucionalizar algo que ya existe en el 
país desde hace muchos años. La moción no es sino una previsión inteligente para evitar en el 
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futuro males mayores, que los grupos democráticos de Costa Rica no deben dudar en acoger. 
Es sabido que la demagogia comunista recluta su clientela con base en el argumento de los 
abusos de la propiedad, en perjuicio de las grandes mayorías, que no disfrutan de ese derecho. 
A esta clase de propaganda debemos enfrentarnos. Y una manera de evitarla, es adoptando en 
nuestra Carta Política el principio de la función social de la propiedad.

El Diputado MONTEALEGRE manifestó que no votaría la moción en debate, por estimarla 
de tendencias socialistas. Se refirió concretamente a varias actuaciones de la Junta que han 
sembrado la desconfianza en el país hasta el extremo de que todo aquello que involucre una 
tendencia socialista, alarma al país. Por las funestas consecuencias de algunas de las medidas 
de la Junta, que han sido calificadas de socialistas. Agregó que el país vivía en constante 
alarma.

La Asamblea tiene la obligación de devolverle al país su confianza. Y nada mejor para 
ellos, que manteniendo el principio del artículo 29 de nuestra Constitución, que es una garantía 
de la propiedad. El Diputado MONGE ÁLVAREZ indicó que el tema de la propiedad, por su 
manifiesto interés público, debería discutirse con amplitud, a la luz de las teorías modernas al 
respecto. No entiendo ni puedo aceptar el derecho de propiedad –empezó diciendo el señor 
Monge– como un derecho absoluto que excluye el derecho de los demás a la propiedad. La 
entiendo y la justifico como un derecho de todos, y no tan solo de un grupo de privilegiados, 
porque el derecho de propiedad es algo consustancial a la persona humana, que viene a dar 
un fundamento sólido a la misma libertad del individuo. Todos los hombres, si quieren tener una 
libertad efectiva, deberían disfrutar del derecho de la propiedad. La entiendo como un derecho 
de las mayorías y no de las minorías. La acumulación de la propiedad en unas cuantas manos, 
además de ser injusta, trae como consecuencia una serie de males funestos, que en otros países 
han provocado una serie de convulsiones sociales. Es cierto que en Costa Rica la distribución 
de la propiedad está más acentuada que en la mayoría de los países de América. Sin embargo, 
existe el grave problema, que cada día aumenta más, de millares de costarricenses que que-
riendo trabajar y producir para la nación, carecen de tierras para cultivarlas. Se ven obligados, 
entonces, a alquilar terrenos, siendo explotados en una forma inicua. Frente a este problema en 
la provincia de Guanacaste existen grandes latifundios ociosos. ¿Es esto justo? De ahí que pien-
so que la propiedad debe ser del que la trabaja. Para mi país quiero una nación de pequeños 
propietarios, como único medio de evitar en el futuro movimientos sociales muy peligrosos, que 
acarrearán al país grandes males. El Diputado ZELEDÓN también se manifestó de acuerdo con 
la moción planteada. Observó que aun cuando no existía gran diferencia entre el artículo 29 
y la moción Social Demócrata, encontraba a ésta más amplia, más adecuada a los postulados 
de nuestra época. Añadió que en materia de propiedad se han cometido muchos abusos. De 
haberse usado el derecho de la propiedad en otra forma, a no dudarlo que hoy no existirían los 
grandes problemas sociales que convulsionan al mundo.

(El discurso completo del señor Zeledón se publica al pie del acta.)
El Diputado GONZÁLEZ FLORES razonó su voto negativo a la moción en debate en los 

términos siguientes:
El alcance y trascendencia del precepto constitucional de la Carta de 1871 en relación 

con la inviolabilidad de la propiedad se aprecia en todo su valor en los siguientes hechos. La 
Junta de Gobierno al asumir el Poder el 8 de mayo del año pasado derogó la Constitución 
de 1871, mantuvo la vigencia del Capítulo de Garantías Individuales de aquella misma 
Constitución. El día 21 de junio y 21 de julio siguientes en los Decretos-Leyes que naciona-
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liza la banca particular, que establece el impuesto del 10% sobre el capital y el que da la 
facultad a la misma Junta para declarar de utilidad pública la conservación y financiación de 
empresas y explotaciones agrícolas e industriales, dicha Junta derogó todas las disposiciones 
constitucionales o legales que se opusieran a aquellas medidas. La disposición principal 
que se oponía a aquellas disposiciones era el artículo del Capítulo de la Constitución que la 
Junta había mantenido su vigencia relacionado con la individualidad de la propiedad. Estos 
hechos hablan por sí solos de la importancia del precepto constitucional mencionado. Como 
el principio de la inviolabilidad de la propiedad estorbaba, había necesidad de eliminarlo. 
No sé como se trata aquí de negar que la nacionalización de la banca privada, la creación 
del impuesto del diez por ciento sobre el capital y la facultad para nacionalizar empresas de 
carácter agrícola e industrial, que son tendencias de las doctrinas socialistas, basta observar 
la obra de socialismo en otras partes para ver que por allí empezaron a poner en práctica 
los socialistas sus doctrinas.

El artículo 29 del Proyecto de Constitución de 1949, que dice que la República reconoce 
y garantiza la propiedad privada, debilita el concepto de la propiedad y coloca ese reco-
nocimiento y esa garantía como una merced del Estado. En cambio el precepto tal y como 
está en la Constitución de 1871 de que la propiedad es inviolable tiene un carácter más 
imperativo. La Constitución de 1871 estima en todo su valor la integridad e intocabilidad de 
la propiedad.

La garantía de la inviolabilidad de la propiedad se hizo efectiva en nuestro país con la 
fundación del Registro de la Propiedad. Esta es la gran obra del siglo pasado, fuente de todos 
nuestros progresos.

El establecimiento del Registro de la Propiedad ha permitido el desarrollo de toda la rique-
za del país, gracias a esa institución ha sido posible la movilización del crédito real, el desa-
rrollo de todas las actividades económicas, de la agricultura, de la industria, y del comercio, 
el establecimiento de las instituciones de crédito y la radicación de los extranjeros en Costa 
Rica, que han convivido con nosotros y que vieron siempre en el Registro de la Propiedad 
garantizados el producto de su trabajo y de sus ahorros.

A través de mis estudios históricos he llegado a la conclusión de que el Registro de la 
Propiedad es la institución más importante que hemos tenido en Costa Rica, porque de él ha 
venido toda nuestra potencialidad económica de los últimos ochenta años.

Se ha atribuido siempre la fundación del Registro de la Propiedad al Licenciado don Jesús 
Jiménez por haber sido el Presidente que firmó el decreto de su fundación en 1865, pero el 
verdadero creador de él fue el Licenciado don Julián Volio, Secretario de Estado del señor 
Jiménez que en mi concepto era uno de los hombres más inteligentes y mejor preparados de 
aquella época.

El Diputado GAMBOA declaró que no votaría la moción planteada por el Social Demó-
crata, por cuanto prefería el artículo 29 de la Constitución del 71, que es más claro, conciso y 
terminante. El Representante VARGAS VARGAS, dijo al defender la moción de que la propiedad 
privada no puede declararse absolutamente inviolable, sino que debe tener una función social, 
que aunque pensaba permanecer callado, no quería dejar flotando en el ambiente algunos gra-
ves errores de apreciación acerca de lo que muchos en la Cámara entendían por socialismo.
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Al participar en el debate, –dijo– no lo hago por interés político personal. Lo hago sim-
plemente en calidad de observador científico, como quien apenas mira, observa, clasifica e 
interpreta un fenómeno social.

Aquí cita todos los desaciertos y atropellos y alude a los latrocinios cometidos por el régi-
men derrotado y también la festinación de la nacionalización de la banca como medidas de 
auténtica extracción socialista; y eso es absolutamente falso.

Científicamente más bien creo, que el socialismo aconseja estimular la era capitalista para 
luego llegar a la era socialista. Y esto lo digo, para refutar enfáticamente a quienes afirman que 
una intempestiva nacionalización bancaria es socialismo.

Puesto que la verdadera socialización impone, después de una era capitalista madurada, 
la acción conjunta de todos los frentes de la convivencia humana y no se conforma con parches 
y remiendos mal pegados.

Toda la ola de rapiña, delincuencias, crímenes y toda clase de extralimitaciones que se hizo 
en nombre de la justicia social, es decir, del Código de Trabajo y del Seguro Social, ¡Eso no 
es socialismo! El Cristo no tiene la culpa de que en su nombre, los tribunales de la Inquisición 
hayan sacrificado cinco millones de inocentes en las hogueras. Así el socialismo, no tiene la 
culpa que a su sombra se hayan amparado muchos ladrones y muchos traficantes de las ideas, 
como tampoco tiene la culpa de que los improvisados de hoy, recurran a las más desarticuladas 
festinaciones que no tienen nada que ver con las ideas de justicia social que aspiran a asegurar 
un equilibrio y una digna convivencia humana.

Y conste, señores, no les hablo en el sentido de ciega defensa del socialismo. Pues en ma-
teria de ciencias sociales, tengo mi ideas muy personales acerca de cómo se deben de abordar 
los asuntos públicos en este medio que pasa, apenas una etapa transicionista oligárquica de 
tajo aún semi-colonial.

También quiero dejar muy claro, que las ideas de justicia social no las defiendo como 
ideas de avanzada. Ellas son tan antiguas, como tan pronto se consumó la primera injusticia 
sobre la tierra. No otra cosa fue, ya con visos de cierta orientación ideológica, la lucha de los 
profetas.

En el siglo X antes de Cristo las tribus nómadas del Norte de Arabia y del Este de Egipto, 
después de conquistar Canaán consideraban los territorios conquistados y repartidos como 
en función social para las tribus. No obstante, las absurdas concepciones materialistas de los 
balistas (Bal, Dios de los cananeos), se enfrentaron al espíritu relativamente justiciero de Jehová. 
Y así siguió la pugna a través de la historia, pasando por Grecia, Roma, toda la Edad Media, 
el Renacimiento y hasta nuestros días. (Cada día se progresa aunque sea a paso de gusano 
medidor.)

Hoy estamos nosotros frente a un gran dilema: evolucionar o sucumbir.
La China cae.
El avance comunista en Asia es un hecho.
Nuestra pequeñez material, no nos asigna ningún puesto en los frentes de guerra.
¿Qué nos resta hacer? Pues lo más sencillo, adelantarnos a la hecatombe que se avecina. 

Cultivar y enseñar a este pueblo a trabajar. Impartirle justicia. Sacarlo del marasmo en que la 
oligarquía lo ha sumido. Y así, comenzar a amortiguar en familia, las grandes sacudidas so-
ciales que nos vienen con el próximo cataclismo. A la par de estas medidas, conviene forjar el 
actor hombre. Pues no es justo achacar el fracaso a las ideas, cuando los hombres se dedican 
a mal usarlas o a traficar con ellas.
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Cuando Ehrlich descubrió el salvarsán muchos médicos empíricos (puesto que no conocían 
las normas del tratamiento), mataron miles de personas por todo el mundo. Pero el hecho de 
que esos señores no supiesen manejar en muchos casos la droga, no quería decir que las expe-
riencias y estudios del gran Ehrlich no tuviesen una sólida base científica. En política, como en 
la medicina, muchas veces no basta con descubrir una droga. Es necesario también encontrarle 
sus más concienzudos aplicadores y orientadores en su uso.

Se ha dicho en esta sala que no es posible poner una profesión en función social.
¡Grave error, señores! Aquí también entra el factor humano en cuanto a la necesidad im-

portante de forjar hombres de corazón, cerebro y carácter. Hombres de gran conciencia que 
comprendan sus deberes para con los demás. Todos necesitamos los unos de los otros. El mismo 
cirujano que hace su mano quirúrgica en el vientre de los trabajadores adquiere el compromiso 
moral con ellos de seguirlos sirviendo con abnegación y cariño.

Termino repitiéndoles, a quienes erróneamente así piensan, que ese socialismo de festina-
ciones y extralimitaciones, con el cual nadie puede estar de acuerdo, no es socialismo. Y que el 
mundo de hoy necesita para su buena marcha, poner en función social la Propiedad, las Artes, 
las Ciencias y las Letras.

El Diputado HERRERO manifestó que no votaría la moción, porque estimaba que métodos 
que en otros países han dado resultado, puedan no darlo en Costa Rica. Añadió que prefería 
quedarse con el sistema que ha seguido el país de leyes inconstitucionales. Cuando la confianza 
haya vuelto al país, entonces bien puede reformarse la Constitución en los términos propuestos 
en la moción del Social Demócrata. Indicó también que en la moción no se decía la forma 
como el Estado pagará las indemnizaciones por concepto de expropiación, lo que es de suma 
importancia. Debería especificarse si esos pagos los hará en dinero o en valores, como se ha 
estado haciendo actualmente para pagar las acciones de los bancos expropiados. Insistió en 
que el país nunca ha protestado por el sistema de las leyes inconstitucionales, cuando ha habido 
necesidad de las mismas.

Sometida a votación la moción de la fracción Social Demócrata, fue desechada.
Por avanzada la hora, el señor Presidente suspendió la sesión a las siete de la noche.– Mar-

cial Rodríguez Conejo, Presidente.– Fernando Vargas Fernández, Primer Secretario. –Gonzalo 
Ortiz Martín, Segundo Secretario.

Jueves 7 de julio de 1949

DISCURSO pronunciado por el señor Diputado Rodrigo Facio

Señores Diputados: cuando en días pasados se promovió en esta Asamblea discusión sobre 
si cabía o no, tal como lo deseaban algunos compañeros, aprobar en globo los 25 artículos 
que se refieren a las Garantías Individuales en la Constitución derogada de 1871, quienes nos 
opusimos a que semejante moción fuera aprobada, lo hicimos con el pensamiento de que la 
Asamblea Nacional Constituyente de Costa Rica de 1949, se reservara las más amplias faculta-
des para discutir, tanto en cuanto al fondo como en cuanto a la forma, todas y cada una de las 
materias relativas a las Garantías Individuales, al igual lo había venido y lo seguiré haciendo 
con respecto a las materias contenidas en otros capítulos o títulos de la Constitución del GV que 
nos sirve como base de discusión. Dijo muy bien en esa oportunidad el Diputado don Juan Rafael 
Arias, que se trataba de garantizar la libertad de debate de la Asamblea, para que se pudieran 
exponer con toda amplitud las ideas que sus componentes tuviéramos sobre la materia, y que 
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conforme se había venido haciendo hasta entonces, normalmente, regularmente, al término de 
cada debate se pondría a votación el asunto, y los que resultaren perdedores habrían de acep-
tar cumplidamente la tesis de mayoría victoriosa. Dentro de ese espíritu liberal de agitación de 
ideas, conscientes de la libertad que ha de prevalecer en una Asamblea Nacional Constituyente 
que se realiza después de un esfuerzo popular tan doloroso para recobrar la libertad nacional, 
venimos nosotros con este artículo 29 a presentar una tesis o serie de tesis nuevas, con el deseo 
ferviente de poder hacer que prevalezcan en el ánimo de la Asamblea y que sean incorporados 
a la nueva Carta Política. De advertir es, en primer lugar, que el artículo 29 de la Constitución 
de 1871, en cierta forma introducía ya el concepto de función social de la propiedad, en virtud 
de la reforma que se le introdujo en el año 43, al hablar de que el Congreso podría mediante 
los dos tercios de la totalidad de sus miembros, imponerle a la propiedad privada las limitacio-
nes de interés social. Se admitió así que a la propiedad se le pueden imponer limitaciones por 
causas de interés social, y al hacerlo, implícitamente quedó establecido también que en Costa 
Rica la propiedad había perdido constitucionalmente, desde ese momento, el carácter absoluto, 
cerrado que tubo en épocas anteriores, cuando el liberalismo económico y el individualismo 
manchesteriano estaban en su apogeo.

Por eso, en el fondo, la moción no viene a determinar una transformación de orden sustan-
cial, como tampoco venía a hacerlo, en el fondo, la fórmula en que el derecho de propiedad era 
contemplado en el llamado proyecto de 1949, en que se hacía referencia al dominio eminente 
del Estado sobre todo a los bienes situados en el territorio de la República; porque sea cual sea 
la fórmula que se escoja, el hecho es el mismo, el principio es el universalmente acogido hoy 
día por todos los países civilizados de occidente: la propiedad privada no puede considerarse 
como algo que interese sólo a su titular, desconociendo las consecuencias que en la sociedad 
pueda producir el desordenado o arbitrario ejercicio del respectivo derecho; éste se reconoce y 
se garantiza, porque se sabe útil y conveniente su existencia para el desarrollo de la economía 
nacional, pero se garantiza dentro de las limitaciones lógicas que le impone el hecho de su 
función social; que no puede ser por tanto un concepto absoluto e inviolable.

Yo invito muy respetuosamente a los distinguidos compañeros de la Cámara para que se 
sirvan revisar conmigo las Constituciones de los otros veinte países hermanos de la América, 
para que podamos todos darnos cuenta de como el concepto de la inviolabilidad, el concepto 
cerrado, pétreo, individualista de la propiedad, ha venido poco a poco desapareciendo de 
los textos de esas Constituciones, para ser sustituido por el de la función social que ella repre-
senta. De las Constituciones de las otras veinte naciones que forman nuestra América, esta 
América de la libertad y de la democracia, conservan el concepto de la propiedad como un 
derecho inviolable, únicamente cinco de ellas, en las restantes quince, el principio de que la 
propiedad es o constituye un derecho inviolable no aparece siquiera en la letra; y ha ido siendo 
abandonado por las Constituyentes que se han reunido en los últimos años, y eso demuestra 
paladinamente que se trata de una tendencia universal, que se va imponiendo en el mundo 
entero. El principio de la propiedad como función social puede resultarnos atractivo o chocante, 
pero eso no interesa; lo que importa es realizar que se trata de un principio universal impuesto 
por las condiciones mismas de la vida moderna. De las cinco naciones de la América Latina 
cuyas Constituciones aún hablan del derecho de propiedad como de un derecho inviolable, 
únicamente la Constitución de la República de El Salvador mantiene el concepto en una forma 
enfática, rotunda, absoluta; es decir sólo ella conserva la fórmula sin excepciones, que figuró 
en todas las Constituciones del período liberal individualista del siglo XIX; pero conste que 
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esa Constitución de 1886 y que precisamente ahora está derogada por la Revolución del año 
pasado, y que en su lugar vendrá seguramente otra que abandonará el arcaico concepto y 
acogerá el moderno. De los otros cuatro países que también mantienen todavía la vieja moción, 
y que son el Brasil, el Perú, el Uruguay y Chile, cabe decir que aunque conservan el concepto 
de inviolabilidad, lo conservan en tal forma calificado por consideraciones de orden social, que 
no creo que sirviera para darles tranquilidad espiritual a quienes, sin ningún fundamento, por 
cierto, parecen asustarse por los nuevos conceptos relativos a la propiedad. Veámoslo: El inciso 
16) del artículo 141 de la Constitución del Brasil, dice que “La Constitución asegura a los brasi-
leños y a los extranjeros residentes en el país, la inviolabilidad de los derechos concernientes... 
a la propiedad, en los términos siguientes: Es garantizado el derecho de propiedad, salvo el 
caso de expropiación por necesidad o utilidad pública o por interés social, mediante previa 
y justa indemnización en dinero”, pero agrega el artículo 147: “El uso de la propiedad será 
condicionado al bienestar social. La ley podrá... promover la justa distribución de la propiedad, 
con igual oportunidad para todos”. De modo que la inviolabilidad de que habla la carta del 
Brasil es una inviolabilidad muy relativa: relativizada por eso de que “el uso de la propiedad 
será condicionado al bienestar social” y por la facultad que se da al Estado para “promover la 
justa distribución de la propiedad”. Según se ve, son normas mucho más avanzadas que las que 
contiene nuestra moción, pese a lo cual ninguna catástrofe económica o social han producido 
en el Brasil. La Constitución del Perú afirma en su artículo 29 que “la propiedad es inviolable, 
sea material, intelectual, literaria o artística”, pero el 34 advierte que “la propiedad debe usarse 
en armonía con el interés social” y que “la ley fijará los límites y modalidades del derecho de 
propiedad”. Es lo mismo del Brasil: la inviolabilidad como concepto sumamente relativo, y aquí 
más que allá, pues se deja a la ley, como quien dice, la definición del derecho de propiedad; 
esto, aunque a mí no me asusta, sí es ir mucho más lejos en el camino de la racionalización de 
la propiedad, y sin embargo, no hemos sabido de abusos, confiscaciones o depredaciones en el 
Perú. El Uruguay tiene en el artículo 31 de su Constitución la afirmación de que “la propiedad es 
un derecho inviolable”, pero, agrega el mismo artículo, “sujeto a lo que dispongan las leyes que 
se establecieren por razones de interés general”. De nuevo la misma solución: inviolabilidad del 
derecho, pero el derecho sujeto a lo que dispongan las leyes, y leyes para cuya emisión no se 
exige una mayoría especial o extraordinaria de votos, sino la simple mayoría de la Asamblea 
Legislativa. Y finalmente Chile es el otro país que conserva el concepto viejo, cuando dice en su 
artículo 10 que “la Constitución asegura a todos los habitantes de la República, (Inciso 10) la 
inviolabilidad de todas las propiedades, sin distinción alguna”; pero en el párrafo segundo del 
mismo artículo el inciso reza así: “El ejercicio del derecho de la propiedad está sometido a las 
limitaciones o reglas que exijan el mantenimiento y el progreso del orden social y, en tal sentido, 
podrá la ley imponerle obligaciones o servidumbres de utilidad pública en favor de los intereses 
generales del Estado, de la salud de los ciudadanos y de la salubridad pública”. Repetición, una 
vez más, del caso ya apuntado arriba. En resumen, como los señores Diputados podrán notarlo, 
la situación con respecto al derecho de propiedad en el Derecho, Constituciones de la América 
es la siguiente: dejando de lado a Costa Rica, donde precisamente estamos organizando un 
nuevo orden constitucional, de las otras veinte constituciones, sólo una, la de El Salvador, con-
serva en forma rotunda e inflexible el antiguo concepto sobre la inviolabilidad de la propiedad, 
aunque es muy posible que también lo abandone como resultado del nuevo acto constituyente 
en que dicho país se halla empeñado; de las restantes diecinueve, sólo cuatro conservan el 
mismo concepto, pero en tal forma calificado por razones de utilidad pública que el derecho, 
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en realidad, deja de ser inviolable para convertirse en una verdadera función social. En estas 
cuatro Constituciones, cuyo texto nos hemos permitido leer, el concepto de inviolabilidad pierde 
su sentido etimológico o gramatical exacto, para convertirse en un término especial, definible y 
caracterizable por las otras provisiones de las propias Constituciones. La inviolabilidad brasile-
ña, peruana, uruguaya y chilena no es la inviolabilidad tradicional y clásica de la propiedad; 
es una inviolabilidad tan relativa que puede afirmarse sin reparo que en esos cuatro países la 
propiedad está ya aceptada como una función social. En cuanto a las otras quince Constitu-
ciones del Continente, ya ninguna de ellas conserva ni siquiera el término de inviolabilidad, y 
mucho menos su sentido o significación concretas; todas han abandonado el viejo concepto y lo 
han reemplazado, en la mayoría de los casos por textos concretos sobre la función social que 
el pensamiento moderno le adscribe a la propiedad.

Nos encontramos así con que países tan diferentemente organizados, con tradiciones po-
líticas tan distintas: democráticos unos, dictatoriales otros, tienen todos normas similares a las 
de nuestra moción. Países en que la democracia ha florecido siempre, y han sido orgullo del 
continente, países como Colombia, cuyos dirigentes y estadistas se han caracterizado por la 
sobriedad y la pulcritud en las ideas, por las reservas intelectuales con que examinan las nue-
vas ideas pero también por la aptitud con que las acogen y asimilan cuando ellas son buenas; 
países como estos tienen normas avanzadas en materia de propiedad. La Constitución de Co-
lombia, para continuar con un ejemplo que nos es francamente atractivo, dice en su artículo 30 
que “se garantiza la propiedad privada”, pero advirtiendo que cuando “resultaren en conflicto 
los derechos de particulares con la necesidad reconocida por la misma ley, el interés privado 
deberá ceder al interés público”, y agregando que “la propiedad es una función social que 
implica obligaciones”. En Colombia, según se ve, la propiedad ya no es que tiene una función 
social: ella misma, en toda su plenitud, es una función social. Pero no terminan allí los conceptos 
modernos de Colombia en materia de propiedad, sino que dando un paso de esos que sí son 
realmente revolucionarios, y no simples adaptaciones al pensamiento universal como es nuestra 
moción, especifica, tratando de la expropiación, que “el legislador podrá, por razones de equi-
dad, determinar los casos en que no haya lugar a indemnización, mediante el voto favorable 
de la mayoría absoluta de los miembros de una y otra Cámara.”

¿Diremos por esto que Colombia es un país sovietizante, un país infectado por las ideas co-
munistas?, cualquiera que conozca la situación política de Colombia, sabrá muy bien contestar 
en forma enfática esta pregunta con un no. Porque sabrá que uno de los lugares de la América 
donde el comunismo ha logrado menos arraigo popular es Colombia; porque sabrá que hace 
muy pocos días, en la celebración de las elecciones de medio período, porque Colombia, 
como país plenamente democrático que es, conserva y conservará por siempre las elecciones 
de medio período, la votación comunista alcanzó apenas unos diez mil votos en una votación 
total muy superior a un millón. No, no podemos pensar que estén cayendo los colombianos 
en las tendencias extremistas, y totalitarias, ni se creerá que lo estemos haciendo nosotros al 
plantear una tesis que, al lado de la de Colombia, es francamente conservadora. Esa fórmula, 
según la cual, cuando los intereses particulares se enfrentan a la necesidad reconocida por la 
ley, el interés privado cederá al interés público, es –lo comprende cualquiera– una fórmula que 
pudiera prestarse para miles de abusos, y dar lugar a actos tremendos contra los propietarios y 
las empresas, pero cuando un país tan organizado como Colombia la acoge, es porque com-
prende que es necesaria para mantener un nivel adecuado de civilización y progreso, y no para 
amenazar ningún interés legítimo, ni para frenar ninguna actividad lícita. ¿Qué legislador, qué 
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Constituyente del mundo, podría tener la osadía y la imbecilidad de atentar contra el desarrollo 
de la economía y los derechos de los ciudadanos? Ninguna. La posibilidad de las restricciones 
a la propiedad se acoge para hacerles frente a los abusos de la propiedad privada, en perjuicio 
de los intereses de un grupo de productores o de consumidores o de toda la sociedad común. 
Y tenemos al lado de Colombia, al Uruguay, que conserva el concepto de inviolabilidad relati-
vizado; Uruguay, una de las democracias mejor organizadas de América; pero tienen también 
el concepto moderno de la propiedad los países que soportan tiranías, dictaduras y regímenes 
indecorosos para la dignidad humana. También el concepto de función social se halla allí. Todos 
los países, lo repito, los de libertad política y los dictatoriales, han ido acogiendo el cambio, 
asimilando el nuevo concepto, con lo cual se demuestra en forma evidente, indiscutible, que se 
trata de conceptos o ideas que no pueden relacionarse con ninguna corriente política, con nin-
guna bandera ideológica o doctrinaria, con ningún sectarismo. La idea de que la propiedad es 
o tiene una función social, es una idea impuesta por las necesidades del mundo moderno en la 
economía de los países libres, la cual debe ajustarse no sólo para beneficio de los propietarios, 
sino para el de toda la sociedad, para el de los otros factores de la producción, para el de los 
grupos que compran los productos en el mercado, para beneficio, en fin, de todos los elementos 
cuya concurrencia hace lo posible que se produzcan las ganancias que se derivan de la pro-
piedad privada. Yo lamento no tener el poder de convicción y de persuasión que quisiera, para 
dejar aclarado en el ánimo de todos los señores Diputados, que no se trata con esta fórmula de 
la función social, de una tesis sectaria, ni de una tesis revolucionaria o rara, ni mucho menos 
totalitaria o comunizante, que venga a socavar los cimientos de nuestra Constitución nacional, 
que venga a poner en entredicho la organización social que hemos venido viviendo, sino de 
acoger un concepto universal y moderno, que va cada día generalizándose más entre todos 
los regímenes, cualquiera que sea su posición ideológica, su organización política o su historia 
nacional. No quiero cansar de ninguna manera a los compañeros Constituyentes con la lectura, 
de tantas citas que podrían hacerse al respecto, pero sí quiero invitarlos a reflexionar en esos 
datos sobre las Constituciones modernas de la América Latina que me he permitido darles, para 
que se den cuenta de que nuestra moción no es una necedad ideológica, ni algo que se le 
ocurrió a un grupo de personas para venir a lanzarlo aquí, con el afán de decir cosas nuevas, 
sin que haya razón alguna para hacerlo, sino que representa un conjunto de principios que ya 
se han aceptado prácticamente en todos los países del mundo, como una consecuencia de las 
necesidades del mundo moderno.

No quisiera, sin embargo, dejar de citar la última reforma constitucional que se acaba de 
hacer en la República Argentina, y conste que no lo hago con el mismo entusiasmo y fervor con 
que he citado al Uruguay y a Colombia, porque no tengo gran simpatía por el régimen actual de 
la República Argentina, pero con el fin de ilustrar cómo tanto los países democráticos auténticos, 
como los países sometidos a cierta situación militar, tienen la misma posición frente al fenóme-
no de la propiedad privada, que deseo dar a conocer algo de las reformas a la Constitución 
Argentina que se discutieron en el Congreso de esa República hace pocos días. Me encuentro 
con que el artículo 17 de la Constitución Argentina de 1853 decía, al igual que la nuestra del 
71, que “la propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser privado de ella 
sino en virtud de sentencia fundada en ley”. Pues bien: el proyecto de reforma presentado por la 
Dirección Peronista para el mismo artículo, reza de la siguiente manera: “La Nación garantiza 
la propiedad como función social y, en consecuencia, la misma estará sometida a las contribu-
ciones, restricciones y obligaciones que establezca la ley con fines de utilidad general”. ¡Qué 
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claro se ve aquí la evolución del concepto de la propiedad en nuestros días! ¡Qué claro se ve 
aquí cuál ha de ser la posición de una Asamblea Constituyente que se realiza al filo del siglo 
XX, en materia de propiedad! Pero escúchese 1a justificación de la reforma que el Partido Pe-
ronista hace en su folleto “Anteproyecto de Reforma de la Constitución Nacional aprobado por 
el Consejo Superior del Partido Peronista el día 6 de enero de 1949”, editado en Buenos Aires: 
“La modificación del artículo 17 es una de las más trascendentales en orden a las proyectadas. 
La Constitución del 53 declara que la propiedad es inviolable. Tal concepto es ya inadmisible, 
porque la ilimitación de los derechos, incluso el de abusar, ha desaparecido o está en vías de 
desaparecer en los modernos conceptos jurídicos. La propiedad no es inviolable, ni siquiera in-
tocable, sino simplemente respetable a condición de que sea útil no sólo al propietario sino a la 
colectividad. Lo que en ella interesa no es el beneficio individual que reporta, sino la función so-
cial que cumple”. Es, en realidad, una buena justificación de la reforma. Ahora bien, yo no pue-
do asegurar aquí, porque no conozco los textos oficiales, que esa reforma haya sido introducida 
en definitiva o no a la Constitución del gran país del Sur, aunque creo que ello es de presumirse, 
ya que el Partido Peronista contaba con lujosa mayoría en el Congreso y por las declaraciones 
hechas por su Jefe, el General Perón, pareciera entenderse que la intención y el propósito eran 
que todo el proyecto fuese aprobado legislativamente. Y con esta cita de la Constitución de la 
Argentina voy a poner fin a esta intervención, haciendo notar lo siguiente: que la moción que 
hemos presentado se ciñe en general, a las fórmulas acogidas por 19 naciones del continente 
americano, sin llegar acoger los conceptos más avanzados y flexibles de algunos de ellos. No 
se habla en nuestro proyecto de que por una mayoría de la Cámara, ni siquiera por las dos 
terceras partes de ella, se pueda exonerar al Estado de la obligación de pagar indemnización 
en casos de expropiación por razón de utilidad pública, tal como lo dice Colombia; nosotros, 
por el contrario, establecemos mejores garantías para la propiedad privada cuando nos referi-
mos al caso de la expropiación que puede realizarse, en casos de emergencia, de guerra o de 
conmoción civil, sin indemnización previa; este concepto lo tenía la Constitución del 71, pero 
nosotros exigimos, como innovación, que en el decreto de expropiación se diga que el pago 
se hará, con los intereses legales correspondientes, lo más tarde dos años después de liquidar 
la conmoción anterior; con esto le dejamos, no sólo un plazo definitivo al propietario, sino que 
le damos una especie de título ejecutivo; y posiblemente hasta un título negociable, porque ese 
decreto le garantizará en forma legal, jurídica, ineludible, que dentro de los dos años siguientes 
a la conmoción, le serán pagadas su indemnización y los intereses legales correspondientes. 
Estas son, en definitiva, las razones que nos han movido a presentar esta moción. Quisiéramos 
que la Constitución de 1949, en este punto se pusiera a nivel con la época que vivimos, a la par 
de las Constituciones de los otros hermanos países de América, y que dejara constando que la 
propiedad tiene una función social en Costa Rica; que la propiedad privada merece el respeto 
y toda clase de garantías, por parte del Estado, pero que debe ser manejado de manera que 
no se oponga a los intereses de los demás, sino que contribuya a mejorarlos.

Nuestra fórmula no es seguramente perfecta ni definitiva, y por eso nosotros declaramos 
que estamos dispuestos a acoger sugestiones que, sin desvirtuar el principio básico, traten de 
evitar confusiones, vaguedades o equívocos que pudieran ser nocivos al momento de dar la 
legislación que ha de basarse en este artículo.
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Notas
1	 Este es un nuevo derecho individual que no consagra la Constitución anterior. En el pasado, como lo evidencian 

hechos bochornosos de persecución política, no sólo se expulsa del país a los disidentes, apresándolos y po-
niéndolos a bordo de un avión, por ejemplo, para que abandonen el país, sino que se les impide su reingreso 
a Costa Rica. En el siglo pasado, la pena del destierro forzoso –a regiones remotas del país o a una nación 
extranjera– era moneda de uso corriente para silenciar a los adversarios políticos. Don Julián Volio, por ejem-
plo, fue desterrado a San Ramón y don Juanito Mora, a El Salvador.

2	 El debate parlamentario en torno a la propiedad divide a los Constituyentes en dos bloques antagónicos. Es, sin 
lugar a dudas, el más polémico y controversial asunto examinado en la Constituyente, pues afecta a sectores 
muy fuertes de la población para quienes la “propiedad es inviolable”, como lo establece la Constitución de 
1871. El debate en torno a materia tan espinosa empieza desde el momento en que se conoce el proyecto de 
Constitución elaborado por la comisión redactora que le dedica un capítulo, el V, a la propiedad privada. El 
artículo 54 del proyecto dice así. “La República reconoce y garantiza la propiedad privada, sin perjuicio del 
dominio eminente del Estado sobre todos los bienes existentes en el territorio nacional”. El principio aquí esta-
blecido es verdaderamente revolucionario y sin precedentes en las constituciones anteriores, por lo que provoca 
conmoción en gruesos e influyentes sectores de opinión, principalmente los relacionados con la producción de 
riqueza, cuyos organismos representativos –las cámaras patronales– se organizan para dar la batalla frontal 
en la Constituyente. Como argumento principal –muy en boga entonces– se acusa al proyecto de comunista y 
de pretender acabar con la propiedad privada en Costa Rica, como ha sucedido en la Unión Soviética y en 
sus satélites. El argumento será usado, una y otra vez, dentro y fuera de la Asamblea y es tan efectivo, que el 
proyecto se rechaza como base de discusión y pasa a dormir el sueño de los justos en el archivo legislativo. 
Los Social Demócratas, conscientes de que nadan contra corriente, le hacen un cambio cosmético al proyecto 
original, eliminando de su articulado la mención del “dominio eminente del Estado”. Dejan, eso sí, el princi-
pio de la “función social” de la propiedad, agregándole otras disposiciones contenidas en la Carta Política 
derogada. La moción que presentan es la que abre el debate sobre asunto de suyo escabroso, en el que hay 
muchos intereses en juego. La primera andanada contra la propuesta social demócrata la lanza el Lic. Ricardo 
Esquivel, acusándola de socializante. Rodrigo Facio hace un esfuerzo impresionante para salvar del naufragio 
la propuesta y pronuncia otro de sus grandes discursos en la Constituyente, que se publica íntegro en el acta.

	 Del debate sobre la propiedad vale citar el discurso que pronuncia el Dr. Vargas Vargas, que por cierto no in-
terviene a menudo y cuando lo hace es muy breve, dejando por aquí y allá algún pensamiento o una inquietud. 
Ahora es diferente, pues considera que ha llegado el momento de dejar bien claro, en actas, el ideario que ha 
forjado en la acción política, cuando el grito de “viva Vargas” conmueve a la provincia del Guanacaste desde 
la pampa anchurosa hasta las escarpadas serranías de la cordillera volcánica. Sobre Vargas y sus partidarios 
llueven los cintarazos de la policía al servicio del gobernante de turno para silenciar la protesta de los saba-
neros, “el hombre de a caballo que miró enrojecer el alba con su grito huracanado”, como dice Allen Pérez 
Chaverri en su hermoso poema épico Cinco mil en Llano Grande. Golpeado brutalmente por la policía, el joven 
médico sufre una dolorosa lesión en la columna vertebral que lo obliga a volver a Francia en busca de atención 
médica y hospitalaria. Regresa más tarde al país, pero nunca se repone del todo. La vieja lesión en la columna 
lo habrá de seguir mortificando hasta el día de su muerte. Es por eso que camina encorvado, sin poder ocultar 
el dolor. Cuando habla en la Constituyente, se 1e nota el esfuerzo que debe hacer para levantarse de la curul 
y mantenerse de pie.


